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CERTIORARI 
procedente del 

Tribunal de Primera  
Instancia, Sala 
Superior de Aguadilla 

 
Crim. Núm.  

A VI2014G0039 
A LA2014G0208 
A LA2014G0209 

 
Sobre: 

TENT. ART. 193 C. P. 
Y LEY DE ARMAS 

Panel integrado por su presidenta, la Juez García García, el Juez 

Hernández Sánchez y la Jueza Soroeta Kodesh. 
 

Hernández Sánchez, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

El 22 de junio de 2016 el Sr. Emmanuel Hernández Martínez 

(en adelante, el peticionario) presentó, por derecho propio, un 

Auxilio de Jurisdicción al amparo del Art. (4) inciso (B), y el Artículo 

(71) inciso (A) Concurso de delitos del CP (2014). Nos solicitó la 

revisión de la Sentencia dictada el 29 de enero de 2015 y notificada 

el 2 de marzo de 2015, por el Tribunal de Primera Instancia (en 

adelante, TPI), Sala de Aguadilla.  

Examinado el recurso, se deniega el auto de certiorari.  

I. 

 Según los autos originales ante nos, por hechos ocurridos el 

31 de julio de 2014 en Isabela, Puerto Rico, el Ministerio Público 

presentó varias acusaciones contra el peticionario por: infracción 

al Artículo 93 del Código Penal de 2012 (asesinato, modalidad de 

tentativa), infracción al Artículo 190 (C) del Código Penal de 2012 

(robo agravado); y por infracción a los Artículos 5.04 y 5.15 de la 

Ley de Armas. 
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 De acuerdo al expediente, en los casos criminales número: 

AVI2014G0039, ABD2014G0306, ALA2014G0208 y 

ALA2014G0209, el peticionario hizo alegación de culpabilidad por 

una infracción al Artículo 93 del Código Penal del 2012 (asesinato, 

modalidad de tentativa), una infracción al Artículo 5.04 (portación 

y uso de armas de fuego sin licencia) y al Artículo 5.15 (disparar o 

apuntar armas) de la Ley de Armas. En la Sentencia emitida el 29 

de enero de 2015, el TPI expresó que: 

 - En el caso A VI2014G0039: “emite fallo 

declarándolo culpable por confesión del delito por 
Tent. Inf. Art. 93 B CP-1 er Grado lo codena a una 
pena de Veinte (20) años de reclusión penitenciaria, 

menos, el 25 % de atenuantes para cumplir 
QUINCE(15) años. Concurrentes entre sí: 

AVI2014G0039 y ABD2014G0306; pero consecutivos 
con ALA2014G0208 y ALA2014G0209. El Tribunal 
ordenó la bonificación del tiempo cumplido. Se exime 

de las costas y de la pena especial de Ley 183. La 
Sentencia será consecutiva con cualquier otra pena 
que esté cumpliendo. Se ordena la devolución de la 

fianza, si es por compañía, cancélese”. 
  

-En el caso ABD2014G0306: “emite fallo 
declarándolo culpable por confesión del delito por 
Tent. Inf. Art. 190 C del Código Penal lo codena a una 

pena de QUINCE (15) años de reclusión penitenciaria. 
Concurrentes entre sí: AVI2014G0039 y 
ABD2014G0306; pero consecutivos con: 

ALA2014G0208 y ALA2014G0209. El Tribunal ordenó 
la bonificación del tiempo cumplido. Se exime de las 

costas y de la pena especial de Ley 183. La Sentencia 
será consecutiva con cualquier otra pena que esté 
cumpliendo. Se ordena la devolución de la fianza, si es 

por compañía, cancélese”. 
 

 -En el caso ALA2014G0208: “emite fallo 
declarándolo culpable por confesión del delito por Inf. 
Art. 5.04 LA-Grave 2000) lo codena a una pena de 

CINCO (5) años de reclusión penitenciaria, más CINCO 
(5) años adicionales, para un total de DIEZ (10) AÑOS. 
Por disposición de Ley se aplica el Art. 7.02 de la 

Ley de Armas con pena doble por la pena impuesta 
por el Tribunal. Consecutivos entre sí: 

ALA2014G0208, ALA2014G0209, AVI2014G0039 y 
ABD2014G0306. El Tribunal ordenó la bonificación 
del tiempo cumplido. Se exime de las costas y de la 

pena especial de Ley 183. La Sentencia será 
consecutiva con cualquier otra pena que esté 

cumpliendo. Se ordena la devolución de la fianza, si es 
por compañía, cancélese”. 
 

 -En el caso ALA2014G0209: “emite fallo 
declarándolo culpable por confesión del delito por Inf. 
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Art. 5.15 LA-Grave(2000) lo codena a una pena de UN 
(1) año adicional, para un total de DOS (2) AÑOS. Por 

disposición de Ley se aplica el Art. 7.02 de la Ley 
de Armas con pena doble por la pena impuesta por 

el Tribunal. Consecutivos entre sí: ALA2014G0208, 
ALA2014G0209, AVI2014G0039 y ABD2014G0306. El 
Tribunal ordenó la bonificación del tiempo cumplido. 

Se exime de las costas y de la pena especial de Ley 
183. La Sentencia será consecutiva con cualquier otra 
pena que esté cumpliendo. Se ordena la devolución de 

la fianza, si es por compañía, cancélese”. 
   

Luego, el 22 de enero de 2016 el peticionario presentó una 

moción ante el TPI. Solicitó que sus sentencias por infracción a la 

Ley de Armas se cumplieran de forma concurrente con su 

sentencia por infracción al Art. 93 del Código Penal en su 

modalidad de tentativa. El TPI denegó la solicitud del peticionario. 

Inconforme, el 22 de junio de 2016 el peticionario presentó 

ante nos un Auxilio de Jurisdicción al amparo del Art. (4) inciso (B), 

y el Artículo (71) inciso (A) Concurso de delitos del CP (2014). 

Requirió que sus sentencias por infracción al Artículo 93 del 

Código Penal en su modalidad de tentativa se cumplieran de forma 

concurrente con las sentencias por infracción a la Ley de Armas.   

El 1 de julio de 2016 este Tribunal emitió una Resolución 

ordenándole al TPI a hacernos llegar, en calidad de préstamo, los 

autos originales de los casos del peticionario. Igualmente, el 5 de 

agosto de 2016, pronunció una Resolución mediante la cual 

concedió un término a la Procuradora General para que presentara 

su postura. Finalmente, el 24 de agosto de 2016, la Procuradora 

General presentó un Escrito en Cumplimiento de Orden. 

Con el beneficio de los escritos de ambas partes, procedemos 

a exponer el derecho aplicable.  

II. 

A. 

El recurso de certiorari es el vehículo procesal extraordinario 

utilizado para que un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir 

un error de derecho cometido por un tribunal de menor  jerarquía. 
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Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 913 (2009). El Tribunal de 

Apelaciones tiene la facultad para expedir el auto de certiorari de 

manera discrecional, por tratarse de ordinario de asuntos 

interlocutorios.  

Con el fin de que podamos ejercer de forma sabia y prudente 

nuestra facultad discrecional de entender o no en los méritos de 

los asuntos que nos son planteados mediante el recurso de 

certiorari, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, señala los criterios que para ello 

debemos considerar. García v. Padró, 165 DPR 324 (2005).  Estos 

son:  

“A. Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho. 
 
B. Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.  
 
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 

 
D. Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 
 

E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración.  
 

F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causa un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del 

litigio. 
 

G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia”. 4 LPRA Ap. XXII-
B, R. 40. 

 
Ninguno de estos criterios es determinante por sí solo para el 

ejercicio de nuestra discreción como tampoco se trata de una lista 

exhaustiva. García Morales v. Padró Hernández, supra. La norma 

vigente es que un tribunal apelativo sólo intervendrá con las 

determinaciones interlocutorias discrecionales procesales del TPI 

cuando éste haya incurrido en arbitrariedad, pasión, prejuicio o 
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parcialidad, o en un craso abuso de discreción o en una 

interpretación o aplicación errónea de cualquier norma procesal o 

de derecho sustantivo. Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 

581 (2009); Serrano Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 DPR 717-719 

(2007); In re Ruiz Rivera, 168 DPR 246, 252-253 (2006); García v. 

Asociación, 165 DPR 311, 322 (2005); Álvarez v. Rivera, 165 DPR 1 

(2005); Meléndez Vega v. Caribbean Intl. News, 151 DPR 649, 664 

(2000); Zorniak v. Cessna, 132 DPR 170, 181 (1992); Lluch v. 

España Services Sta., 117 DPR 729, 745 (1986); Valencia Ex Parte, 

116 DPR 909, 913 (1986). 

Un certiorari sólo habrá de expedirse si al menos uno de 

estos criterios aconsejan la revisión del dictamen recurrido. En 

otras palabras, el ordenamiento impone que ejerzamos nuestra 

discreción y evaluemos si, a la luz de alguno de los criterios 

contenidos en la misma, se requiere nuestra intervención. De no 

ser así, procede que nos abstengamos de expedir el auto solicitado, 

de manera que se continúen los procedimientos del caso sin mayor 

dilación en el Foro de Instancia.  

Al analizar la procedencia de un recurso de certiorari, 

debemos tener presente su carácter discrecional que debe ser 

usado con cautela y solamente por razones de peso. Negrón v. 

Secretario de Justicia, supra, pág. 91; Torres Martínez v. Torres 

Ghigliotty, 175 DPR 83, 91 (2008); Banco Popular de Puerto Rico v. 

Mun. de Aguadilla, 146 DPR 651, 658 (1997). 

Por su parte, la discreción se define como el poder para 

decidir en una u otra forma y para escoger entre uno o varios 

cursos de acción. Significa que el discernimiento judicial debe ser 

ejercido razonablemente para poder llegar a una conclusión 

justiciera. La discreción que tiene el foro apelativo para atender un 

certiorari, tampoco es absoluta. No significa actuar de una forma u 

otra haciendo abstracción al resto del derecho, porque entonces 
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sería un abuso de discreción. El adecuado ejercicio de la discreción 

judicial está inexorable e indefectiblemente atado al concepto de la 

razonabilidad. García Morales v. Padró Hernández, 165 DPR 324, 

334-335 (2005). 

II. 

B. 

En nuestra jurisdicción el principio de favorabilidad quedó 

consagrado en el Artículo 4 del Código Penal de 1974, 33 LPRA 

sec. 3004. Así pues dicho principio establece la aplicación 

retroactiva de leyes penales más favorables lo que, a su vez, 

implica aplicar una ley cuya vigencia es posterior al acto u omisión 

realizado. Dora Nevares Muñiz, Derecho Penal Puertorriqueño, Parte 

General, 4ta edición revisada, pág.92. 

Por su parte, la Prof. Dora Nevares Muñiz aclara que el 

principio de favorabilidad incluido en el Art. 4 del Código Penal de 

2012, supra, “aplicará a conducta delictiva realizada a partir del 1 

de septiembre de 2012 cuando se apruebe una ley que sea más 

favorable que el Código Penal según vigente al momento de la 

aprobación de la ley posterior con respecto a la situación de la 

persona”. Pueblo v. Torres Cruz, supra, citando a D. Nevares-Muñiz, 

Derecho Penal Puertorriqueño, 7ma ed. Rev., San Juan, Instituto 

para el Desarrollo del Derecho, Inc., 2015, pág. 102. La fórmula 

para determinar cuál es la ley más favorable consiste en comparar 

las dos leyes, la ley vigente al momento de cometer el delito con la 

ley nueva, y aplicar aquella que en el caso objeto de consideración 

arroje un resultado más favorable para la persona. D. Nevares-

Muñiz, Derecho Penal Puertorriqueño, op cit., pág. 94. 

C. 

 Por otra parte, el Artículo 93 del Código Penal de 2012 

dispone en lo pertinente que: 
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“[c]onstituye asesinato en primer grado:  
(a) Todo asesinato perpetrado por medio de veneno, 

acecho, tortura, o a propósito o con conocimiento”. 33 
LPRA 5142. 

 
El Artículo 94 del mismo cuerpo legal establece la pena de 

los asesinatos:  

“[a] la persona convicta de asesinato en primer 

grado se le impondrá pena de reclusión por un término 
fijo de noventa y nueve (99) años. A toda persona 

convicta de asesinato en segundo grado se le impondrá 
pena de reclusión por un término fijo de cincuenta (50) 
años”. 33 LPRA 5143. 

 
En lo concerniente al Artículo 35 del Código Penal de 2012 

se define lo que es la tentativa: 

“[e]xiste tentativa cuando la persona actúa con 
el propósito de producir el delito o con conocimiento de 
que se producirá el delito, y la persona realiza acciones 

inequívoca e inmediatamente dirigidas a la 
consumación de un delito que no se consuma por 

circunstancias ajenas a su voluntad”. 33 LPRA 5048. 
  

La pena de la tentativa está recogida por el Artículo 36 del 

Código Penal de 2012: 

“[t]oda tentativa de delito grave conlleva una 
pena igual a la mitad de la pena señalada para el 

delito consumado, no pudiendo exceder de diez (10) 
años la pena máxima de la tentativa. Toda tentativa de 
delito que conlleve una pena de reclusión por un 

término fijo de noventa y nueve (99) años, conlleva una 
pena de reclusión por un término fijo de veinte (20) 

años”. 33 LPRA 5049. 
 

En otros asuntos, es importante mencionar que la Ley de 

Armas de Puerto Rico (Ley de Armas), 25 LPRA sec. 455 y 

subsiguientes, es una legislación especial que reglamenta todo lo 

referente a la concesión de licencias para poseer y portar armas en 

Puerto Rico, entre otras cosas. Así pues, la Ley de Armas, 

menciona la conducta prohibida constitutiva de delito y 

proporciona específicamente la pena, sanciones o multas de 

incurrir en esa conducta prohibida. Asimismo, establece que toda 

pena de reclusión impuesta por incurrir en violaciones a esta ley 

será cumplida consecutivamente entre sí y consecutivamente 

con las impuestas bajo cualquier otra ley. Artículo 7.03 de la Ley 
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de Armas de Puerto Rico, 25 LPRA Sec. 460. Más aun, la 

exposición de motivos de la Ley 137-2004 apuntó que: 

“[l]a lucha por combatir la criminalidad requiere que 
contemos con una Ley de Armas efectiva, que 
establezca los controles necesarios para evitar el uso 

ilegal de las mismas y municiones… Por consiguiente, 
mediante esta medida nos proponernos fortalecer las 
herramientas al alcance del sistema judicial y corregir 

lagunas existentes para penalizar severamente al 
delincuente que hace mal uso de la licencia de armas y 

sus permisos así como el uso de armas y municiones 
ilegales”. 
 

Conforme a lo expresado; el Artículo 5.04 de la Ley de Armas 

regula lo concerniente a la portación y uso de armas de fuego sin 

licencia. En lo pertinente, lee: 

“[t]oda persona que transporte cualquier arma 
de fuego o parte de ésta, sin tener una licencia de 

armas, o porte cualquier arma de fuego sin tener su 
correspondiente permiso para portar armas, incurrirá 

en delito grave y convicta que fuere, será sancionada 
con pena de reclusión por un término fijo de diez (10) 
años, sin derecho a sentencia suspendida, a salir en 

libertad bajo palabra, o a disfrutar de los beneficios de 
algún programa de desvío, bonificaciones o alternativa 
a la reclusión reconocida en esta jurisdicción, 

debiendo cumplir en años naturales la totalidad de la 
pena impuesta. De mediar circunstancias agravantes, 

la pena fija establecida podrá ser aumentada hasta un 
máximo de veinte (20) años; de mediar circunstancias 
atenuantes, podrá ser reducida hasta un mínimo de 

cinco (5) años”. 25 LPRA sec. 458c. 
 

Del mismo modo, el Artículo 5.15 de la Ley de Armas tipifica 

el delito de disparar o apuntar armas. En lo pertinente dispone 

que: 

“(a) Incurrirá en delito grave toda persona que, 
salvo en casos de defensa propia o de terceros o de 

actuaciones en el desempeño de funciones oficiales o 
de actividades legítimas de deportes, incluida la caza, 
o del ejercicio de la práctica de tiro en un club de tiro 

autorizado:  
 

(1) Voluntariamente dispare cualquier arma en 
un sitio público o en cualquier otro sitio, aunque no le 
cause daño a persona alguna, o  

 
(2) intencionalmente, aunque sin malicia, 

apunte hacia alguna persona con un arma, aunque no 

le cause daño a persona alguna. La pena de reclusión 
por la comisión de los delitos descritos en las 

cláusulas (1) y (2) anteriores, será por un término fijo 
de cinco (5) años. De mediar circunstancias 
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agravantes, la pena establecida podrá ser aumentada 
hasta un máximo de diez (10) años; de mediar 

circunstancias atenuantes, podrá ser reducida hasta 
un mínimo de un (1) año”. 25 LPRA sec. 458n. 

 

Cónsono con lo anterior, la Ley Núm. 137-2004 agregó el 

Artículo 7.03 el cual explica el agravamiento de las penas. El 

mismo lee:  

“[t]oda persona que resulte convicta de alguna 
de las disposiciones de este capítulo, y que dicha 

convicción esté asociada y sea coetánea a otra 
convicción de cualquiera de las disposiciones de las 

secs. 2101 et seq. del Título 24, conocidas como la 
"Ley de Sustancias Controladas de Puerto Rico", con 
excepción de su sec. 2404, o de las secs. 971 et seq. de 

este título, conocidas como la "Ley contra el Crimen 
Organizado y Lavado de Dinero del Estado Libre 
Asociado de Puerto Rico", será sancionada con el doble 

de la pena dispuesta en este capítulo.  
 

Todas las penas de reclusión que se 
impongan bajo este capítulo serán cumplidas 
consecutivamente entre sí y consecutivamente con 

las impuestas bajo cualquier otra ley. Además, si la 
persona hubiere sido convicta anteriormente por 

cualquier violación a este capítulo o por cualquiera de 
los delitos especificados en la sec. 456j de este título o 
usare un arma en la comisión de cualquier delito y 

como resultado de tal violación alguna persona 
sufriera daño físico o mental, la pena establecida para 
el delito se duplicará”. (Énfasis Nuestro). 

 
Igualmente, la profesora Dora Nevares afirmó que el Artículo 

7.03 es precisamente el caso de los procesamientos por 

infracciones a la Ley de Armas. La profesora destacó que “no se 

activa la figura del concurso de delitos cuando está dispuesto por 

legislación”. D. Nevares Muñiz, Derecho Penal Puertorriqueño, pág. 

114. Específicamente la profesora manifestó que: 

“¿[c]ómo opera el concurso cuando se impute 
delitos del Código Penal y la Ley de Armas, que no ha 

sido enmendada bajo el nuevo modelo? En este caso el 
Art. 7.03 de la Ley de Armas dispone para la 
imposición de penas consecutivas entre sí y con 

cualquier otra ley. Este es un ejemplo de una 
excepción al concurso establecida por el legislador. En 

este caso se impondrá la pena que corresponda bajo el 
Código Penal y la pena por la Ley de Armas se 
cumplirá de forma consecutiva con esa pena”. D. 

Nevares Muñiz, ob cit., págs. 407-408.  
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Además, debemos resaltar que bajo la Ley de Armas del 

2000 el precepto de penas consecutivas mencionado en el Art. 7.03 

de la Ley de Armas, no se podría aplicar al sentenciar a un 

convicto por varias de sus disposiciones ya que a la Ley de Armas 

le aplica el principio de especialidad. Por consiguiente, probada la 

culpabilidad del acusado, se le impondrían todas las penas por 

violación a los distintos estatutos bajo la Ley de Armas. Pueblo v. 

Ramos Rivas, 171 DPR 826 (2007). Es decir, en nuestra 

jurisdicción la parte general del Código Penal aplicará a las leyes 

penales especiales, a menos que se disponga lo contrario. Fuera de 

las circunstancias mencionadas anteriormente, la determinación 

de si las sentencias deben cumplirse concurrente o 

consecutivamente descansa en última instancia en la sana 

discreción del Tribunal. Pueblo v. Burgos Hernández, 113 DPR 834 

(1983); Pueblo v. Matos Pretto, 93 DPR 113 (1966). 

Por último, en el caso del concurso de delitos, la Asamblea 

Legislativa aprobó la Ley Núm. 317-2004, mediante la cual 

enmendó la Regla 179 de Procedimiento Criminal que dispone 

sobre las sentencias consecutivas o concurrentes. 34 LPRA Ap. II. 

La Regla 179 actualmente lee: 

“[c]uando una persona fuere convicta de un 
delito, el tribunal sentenciador, al dictar sentencia, 
deberá determinar si el término de prisión impuesto 

habrá de cumplirse consecutiva o concurrentemente 
con cualquiera o cualesquiera otros términos de 

prisión. Si el tribunal omitiere hacer dicha 
determinación, el término de prisión impuesto se 
cumplirá concurrentemente con cualesquiera otros 

que el tribunal impusiere como parte de su sentencia, 
o con cualesquiera otros que ya hubieren sido 

impuestos a la persona convicta.  
 
En casos donde exista un concurso ideal, 

concurso real, o delito continuado, se sentenciará 
conforme lo disponen las secs. 4706 a 4708 del Título 
33, parte del Código Penal del Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico”.  
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III. 

En este caso, el peticionario arguyó que el TPI erró al 

denegar su solicitud de corrección de sentencia para que sus 

sentencias por infracción a la Ley de Armas se cumplieran de 

forma concurrente con su sentencia por infracción al Artículo 93 

del Código Penal (tentativa). No le asiste la razón. Veamos. 

El peticionario alegó en síntesis, que de acuerdo al Artículo 

(37) (A) del Código Penal de 2014 que atempera el Artículo 71 (A) 

del Código Penal de 2012, el caso de epígrafe consume los demás 

cargos y que no existe impedimento para que las sentencias se 

puedan cumplir de forma concurrente. En el caso de autos, el 

peticionario fue sentenciado el 29 de enero de 2015 por hechos 

cometidos el 31 de julio de 2014 bajo el Código Penal de 2012, y 

dos infracciones a la Ley de Armas. Las sentencias impuestas bajo 

las infracciones a la Ley de Armas se impusieron de forma 

consecutiva, tal mandato expreso del Artículo 7.03 de la Ley de 

Armas. Recordemos que el Artículo 7.03 de la Ley de Armas 

establece expresamente que “todas las penas de reclusión que se 

impongan bajo este capítulo serán cumplidas consecutivamente 

entre sí y consecutivamente con las impuestas bajo cualquier 

otra ley”. Como consecuencia, al Artículo 7.03 permanecer vigente 

sin ninguna enmienda, tampoco procede la aplicación del principio 

de favorabilidad a la sentencia del peticionario. 

 Además, como es harto conocido, nuestro Tribunal Supremo 

ha destacado que en asuntos de interpretación estatutaria cuando 

una ley especial regula una materia específica, ésta prevalece sobre 

una ley de carácter general. Véase, A.I.I.Co. v. San Miguel, Inc., 161 

DPR 589 (2004); Córdova & Simonpietri v. Crown American, 112 

DPR 797 (1982); véase, además, la Opinión de Conformidad 

emitida por el Juez Asociado Señor Fuster Berlingeri en Díaz v. 

Transporte, 163 DPR 759. (Sentencia). Es evidente que la Ley de 
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Armas es una legislación especial que reglamenta todo lo referente 

a la concesión de licencias para poseer y portar armas en Puerto 

Rico. Es por ello que el tribunal sentenciador no cuenta con la 

discreción de determinar de qué manera se cumplirán las 

sentencias bajo la Ley de Armas, ya que la ley es clara y no da 

margen a esa discreción. Por consiguiente, el resultado en casos 

como el de autos es la exclusión de la aplicación de la figura de 

concurso de delitos y la ley especial prevalecerá sobre la general. 

En fin, por disposición expresa del Artículo 7.03 de la Ley de 

Armas, todas las penas de reclusión que se impongan bajo este 

capítulo serán cumplidas consecutivamente entre sí y 

consecutivamente con las impuestas bajo cualquier otra ley. Por lo 

tanto, al aplicar la anterior disposición al caso de autos procedía 

que la sentencia por el delito de asesinato en segundo grado fuese 

impuesta de manera consecutiva con las infracciones a la Ley de 

Armas y no de forma concurrente. Por todo lo anterior, 

entendemos que el foro primario no incurrió en arbitrariedad o 

abuso de discreción que nos requiera intervenir.  

IV. 

 Por los fundamentos que anteceden, se deniega el auto de 

certiorari solicitado.    

Notifíquese  inmediatamente  por correo ordinario. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
                          Dimarie Alicea Lozada 

                             Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
   

 
 

 


